            


Honorable Cámara de Diputados

de la Provincia de Buenos Aires 

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

L  E  Y

ARTICULO 1º: Modificase el artículo 1° de la Ley 13.210 que quedará redactado de la siguiente manera:

           “ARTICULO 1º:  Establézcase un régimen normativo para la organización de las Policías de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, y a los efectos pertinentes se interpretará y equiparará en su aplicación en materia de asignación presupuestaria y recursos humanos a las Policías Comunales y Distritales vigentes”   

ARTICULO 2º: Derogase el artículo 3 de la Ley 13.210.

ARTICULO 3°: Modificase el artículo 6 de la Ley 13.210, incorporándose 2º párrafo a dicha disposición que quedará redactado de la siguiente manera:
            “ARTICULO 6: Las Policías Comunales de Seguridad dependerán funcionalmente del señor Intendente de cada Municipio involucrado, pero mantendrán su dependencia orgánica con la autoridad de aplicación.
            El Estado Provincial asume la responsabilidad legal, económica, administrativa y penal por los hechos o actos generados en virtud de la descentralización operada en materia del mantenimiento del sistema de seguridad pública”.    

ARTICULO 4°: Modificase el artículo 12 de la Ley 13.210 que quedará redactado de la siguiente manera:

            “ARTICULO 12: A partir del año 2007 el Jefe de la Policía Comunal y/o Distrital de seguridad, será elegido por las autoridades Municipales debiendo el Ministerio de Seguridad –por intermedio de cada Jefatura Departamental- remitir una terna de postulantes a Capitán para ejercer la titularidad de cada dependencia con asiento en la ciudad”.

            El Intendente Municipal elevará el pliego con antecedentes y requisitos que exige esta normativa para la aprobación del Honorable Concejo Deliberante, debiendo otorgarle vista de las actuaciones a los Foros Municipales de Seguridad, y una vez cumplimentado el procedimiento de selección se comunicará a la autoridad de aplicación en la forma de estilo”.

ARTICULO 5º: Modificase el artículo 13 de la Ley 13.210 que quedará redactado de la siguiente manera:

            “ARTICULO 13: Podrá ser Jefe de la Policía Comunal y/o Distrital de seguridad cualquier ciudadano o ciudadana, argentino de origen o por opción, a condición de que posea antecedentes intachables, una residencia mínima de cinco (5) años en el distrito, ser mayor de treinta y cinco (35) años de edad, no encontrarse inhibido, concursado, ni tener condena penal por delitos dolosos o procesamiento penal firme por iguales delitos, ni haber sido objeto de sanciones administrativas que hayan culminado con cesantía o exoneración.

         Será condición indispensable para su estabilidad en el cargo la presentación de una declaración jurada de bienes, certificado de reincidencia y antecedentes penales, y breve síntesis de su foja de servicio, documentación y exigencia que deberá cumplimentar en forma anual por ante el Intendente Municipal”.

ARTICULO 6º: Incorporase  nuevo inciso g) al artículo 14 de la Ley 13.210 que quedará redactado de la siguiente manera:

           “g) Falta de cumplimiento de las condiciones prescriptas en esta normativa para el ejercicio del cargo”.   

ARTICULO 7º: Modificase el artículo 15 de la Ley 13.210 que quedará redactado de la siguiente manera:

            “ARTICULO 15: El Jefe de la Policía Comunal y/o Distrital de seguridad deberá ajustar su cometido a los principios y procedimientos básicos de actuación de la Ley 12.155, estando sujeto al control de gestión del Foro Municipal y/o del Honorable Concejo Deliberante, y al respecto brindará un informe de gestión anual en sesión pública convocada al efecto”.  

ARTICULO 8º: Derogase el artículo 21 de la Ley 13.210.

ARTICULO 9º: Facultase al Poder Ejecutivo a reordenar el articulado y las disposiciones normativas contenidas en este cuerpo.

ARTICULO 10º: Deróguese toda disposición que se oponga a la presente.-

ARTICULO 11º: Comuníquese al Poder  Ejecutivo.-

FUNDAMENTOS

El sistema de vida que optamos los argentinos –la democracia- se debería caracterizar por la conjunción de paradigmas republicanos sólidos, y en dónde la alternancia en el poder no sea tomado como una situación traumática, la división de poderes una regla elemental de convivencia y equilibrio, y en dónde los programas o propuestas de gobierno puedan surgir desde distintos ámbitos institucionales.

Evidentemente mucho nos falta a los argentinos para desandar practicas y metodologías de funcionamiento, y es en esa inteligencia que propiciamos esta iniciativa tendiente a producir una modificación integral de la Ley Provincial Nº 13.210, que creo oportunamente las bases jurídicas de las organizaciones de las Policías Comunales de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, su Decreto Reglamentario Nº 2419/04, y la Resolución Nº 1546/04.

Posteriormente el Poder Ejecutivo incorporo reformas parciales, ante una evidente resistencia –que aún persiste- de los distintos municipios, y ello se da con independencia del color político de la administración comunal; persistiendo fundadas dudas y mayores interrogantes sobre las virtudes del régimen.

Evidentemente con la idea de apaciguar las críticas por las resistencias generadas, se crean como paliativos las Policías Distritales (RESOLUCION Nº 1625), siendo fundamentado desde el gobierno como “... el modelo que se arbitra para el conurbano bonaerense y demás Municipios, de creación de una Jefatura Policial por Municipio lo que se propone es la intensificación de la desconcentración que se inició con la Ley 12.155, que acudió al criterio de la descentralización por Departamentales Judiciales”.

Posteriormente, los considerandos profundizan sus bondades al sostenerse “
Que entre las distintas ventajas, cabe señalar que la institución de la Jefatura por Municipio permite acercar el poder de decisión y mando policial al territorio comunal, achicándose así la unidad de análisis, lo que faculta una mejor observación y un mayor control sobre el desempeño policial en dicha unidad; Que por lo demás, afirma la idea de responsabilidad e iniciativa, mando directo sobre las Comisarías y conducción operativa más eficaz”.
Promovemos esta iniciativa porque nos cuesta entender los beneficios de la “eficacia prácticas” de la adhesión al régimen de la Policía Comunal, o para mejor decirlo habiendo transitado los primeros pasos de su aplicación practica en territorio, sus bondades no se compadecen con el espíritu que animo a la Administración provincial trasladar el servicio de seguridad, y mucho menos se justifica detentar un régimen “gemelo” de creación de Policías Distritales pero sin recursos y financiación.

El mejor ejemplo de la falta de distinción entre ambas figuras lo suministra la normativa invocada que define “Que si bien se acotó a dicho ámbito la configuración de ese nuevo modelo, en razón de su menor complejidad, lo que permitió entre otras cosas conceder el mando de la fuerza policial al Intendente, en los términos que la propia Ley 13.210 decide, ello no es óbice para que se avance en la descentralización burocrática, aunque en modo políticamente más limitado, en el resto de los Municipios;
Que la descentralización administrativa es consecuencia de la descentralización política o gubernativa; a ella atiende el modelo de Policía Comunal de la Ley 13.210;
En lugar de ello, proponemos para el resto de los Municipios un criterio de "desconcentración burocrática", según el cual en cada Municipio se genera un cuerpo policial, con su propia jefatura -orgánica y funcionalmente dependiente del Ministerio de Seguridad- a través de las Jefaturas Departamentales, aunque con cierta autonomía para la decisión de cuestiones relativas a su funcionamiento y afectación de recursos;
Que la plena relación de subordinación -orgánica y funcional- de este modelo, y el régimen de la Ley 13.210 que cede la relación funcional (mando) al Intendente, es lo que las distingue;
Que en efecto, en este último caso, el régimen de la Ley 13.210, acompaña el fenómeno de descentralización política al constituirse y ponerse a disposición, para su gobierno, - bien que tan sólo en aspectos operativos-, por parte del Intendente, de una fuerza policial compuesta por efectivos pertenecientes a la policía administrativa del estado provincial”.
No podemos dejar de resaltar la necesidad de producir una importante reforma al texto legal vigente –como la aquí propuesta- tendiente a determinar claramente que la responsabilidad legal, penal, administrativa e institucional se encuentra en cabeza del Estado Provincial y no de los Municipios.

Resulta innegable que los tiempos institucionales contemporáneos han producido una revalorización de los municipios. Quizás existan distintas motivaciones, enfoques o intereses para ello pero lo cierto es que innegablemente constituye el primer peldaño de atención y contención a la ciudadanía; la descentralización se transforma en  un instrumento apto para lograr mayores niveles de transparencia, control y operatividad en la ejecución de los fondos públicos, y ello constituye un buen punto de partida y compromiso institucional a nivel Municipal.

Siguiendo esa línea de pensamiento, debemos convenir que queda demostrado que los programas de extraña jurisdicción, principalmente los generados con visiones “macro y generales” para la totalidad de los 134 distritos bonaerenses no logran los parámetros mínimos de eficiencia, y por consiguiente se frustran expectativas e instrumentos de políticas públicas necesarias para nuestros pueblos.

La nómina de programas vigentes que podrían ser objeto de una sana política de descentralización es importante, y podríamos hablar de temáticas de empleo, educación, capacitación e ingresos públicos entre otros.

Plantear que no existe un programa de gobierno integral en materia de seguridad pública parecería una obviedad, que lamentablemente se padece el flagelo de la inseguridad diariamente en la provincia y a su vez no se condice con los recursos que dispone el estado al efecto.

Que en realidad se debería propiciar una reforma integral en esta materia, y ello mediante la necesaria modificación de la Ley de Seguridad Pública (N° 12.154), sancionada con fecha 15 de julio de 1998 durante la primera gestión en el Ministerio de Seguridad del Dr. León Arslanián, transcurridos ocho años los hechos, las contradicciones y la impronta de su administración demuestran su fracaso que nos debe llevar a replantear las políticas públicas impulsadas en la actualidad.

De allí que se propicie un sinceramiento político-legislativo con institutos o figuras de inexistencia absoluta como el Consejo Provincial de Seguridad Pública, o la invocación a una Comisión Bicameral de Seguridad, y por esos motivos proponemos la derogación de las disposiciones pertinentes. 

Por último solamente me remitiré a formular dos consideraciones que merecen tener en cuenta para enfocar esta política de descentralización, a saber:

-- La seguridad ciudadana es un deber indelegable e irrenunciable del gobierno provincial, encontrando fundamento en la misma normativa vigente impulsada por el Ministro, y específicamente reproducimos el artículo 2 de la Ley 12.154 que establece “La seguridad pública es materia de competencia exclusiva del Estado y su mantenimiento le corresponde al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires. La seguridad pública importa para los ciudadanos, el goce y ejercicio de sus derechos, libertades y garantías constitucionales”.

-- En ese contexto se plantea propiciar un nuevo marco normativo en materia de seguridad pública, alternativo al esgrimido por el oficialismo y respetuoso de las jurisdicciones municipales, sustentado en las disposiciones de la Ley Orgánica de las Municipalidades en cuanto a las atribuciones y deberes del Intendente Municipal (Art. 178- LOM), y centralmente respetando en los hechos –abandonando la retórica- la autonomía de los Municipios Bonaerenses.  

Por lo expuesto solicitamos el apoyo de los señores legisladores al presente proyecto.
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